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PRUEBA   TESTIMONIA! 


\/ X7 

Honorable  Tribunal: 
Señores: 
En  la  medida  que  mis  fuerzas  lo  consienten  y  en  los  estre- 
chos límites  de  un  trabajo  de  la  índole  del  presente,  procuraré 
externar  algunos  de  los  preceptos  legales  vigentes  y  de  mis 
ideas  sobre  una  materia  de  tanta  importancia  en  la  dilucidación 
de  verdades,  en  el  inquirimiento  de  hechos:  me  refiero  á  la 
prueba  testimonial. 

I. 

Antes  de  entrar  en  materia,  ocúrreseme  la  parte  lógica  de 
toda  cuestión:  su  base,  su  fundamento. 

¿Será  racional  y  conveniente  la  prueba  de  que  hablo? 

En  manera  alguna  está  reñida  con  la  razón,  con  el  examen 
claro  de  los  hechos,  con  la  certeza  que  debe  presidir  en  todos 
aquellos  actos  en  que  está  llamada  á  prestar  sus  valiosos  servi- 
cios. Nada  más  natural,  ni  más  en  consonancia  con  la  razón, 
que  un  hombre  afirme  aquello  que  vio,  que  le  consta  material- 
mente, acerca  de  lo  cual  no  le  cabe  ni  pueda  caberle  duda 
alguna,  á  menos  que  haya  perdido  sus  facultades  perceptivas,  de 
estar  privado  del  uso  de  su  entendimiento.  Lo  que  en  este  caso 
afirma,  es  para  él  evidentísimo,  claro,  incontrovertible.  Se  me 
podrá  decir,  que  cualquiera,  por  más  que  perciba,  vea  y  palpe, 
no  puede  juzgar  en  toda  clase  de  asuntos,  y  lo  que  él  crea 
cierto,  es  falso;  que  está  engañado  en  la  sustancia  ó  en  los 
accidentes  de  lo  que  se  le  ha  figurado  percibir  y  entender. 

Esto  no  se  niega  ni  puede  negarse,  y  por  lo  tanto  las 
leyes,  que  en  su  mayor  parte  son  fidelísima  expresión  del  Dere- 
cho, limitan  esa  clase  de  pruebas  y  hacen  que  no  en  todas  las 
circunstancias  sean  admisibles  ni  fehacientes:  fundadas  en  eso 
mismo,  exigen  calidades  y  requisitos  á  los  testigos,  y  formali- 
dades en  las  diligencias. 
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Acerca  de  la  conveniencia  de  la  prueba  testimonial,  mucho 
se  puede  decir,  tanto  en  pro  como  en  contra;  tanto  en  su  apoyo 
como  en  su  rechace. 

Si  las  sociedades  fueran  perfectas,  no  habría  medio  de 
justificación  más  aceptable,  ni  más  cómodo,  ni  más  expedito; 
puesto  que  se  podría  dar  entera  fe  al  dicho  de  un  testificante, 
al  aserto  que  rindiera. 

Pero,  en  ese  estado  ideal  y  utópico  de  las  organizaciones 
humanas,  no  habría  contención  alguna,  ni  se  suscitarían  con- 
troversias entre  los  miembros  de  ellas;  vivirían  todos  en  armó- 
nico conjunto,  sin  lesiones  ni  conflictos  de  derechos,  y  si  no 
imposibles,  serían  remotísimos  los  casos  en  que  hubiera  necesi- 
dad de  establecer  obligaciones,  ni  de  fijar  hechos,  ni  de  esclare- 
cer derechos. 

Desgraciadamente  no  hemos  llegado  á  ese  envidiable  modo 
de  ser,  y  muy  lejos  de  manifestarse  las  sociedades  en  armonioso 
bienestar,  respetando  los  derechos  ajenos  y  cumpliendo  las 
obligaciones  propias,  vemos  á  cada  paso  la  terrible  lucha  del 
hombre  contra  sus  congéneres,  la  guerra  incesante  de  intereses 
encontrados,  de  derechos  opuestos;  la  violación  de  las  leyes 
fundamentales  de  la  sociedad,  la  consumación  de  crímenes  sin 
cuento;  hechos  todos  que  tienen  que  dar  lugar  á  una  investi- 
gación judicial,  y,  por  lo  tanto,  á  la  rendición  de  pruebas,  base 
de  toda  condena  y  absolución. 

Conforme  á  lo  que  acaba  de  expresarse,  se  desprende  que 
mientras  conservemos  las  debilidades  inherentes  á  nuestra  condi- 
ción, no  es  ni  puede  ser  conveniente  la  prueba  testimonial,  que 
pone  en  manos  de  un  deponente,  los  intereses,  la  libertad,  la  vida 
y  aun  el  honor  de  una  persona,  de  una  familia  y  hasta  de  la 
sociedad  entera. 

El  testigo  puede  no  ser  im parcial,  ya  por  el  soborno,  ya  por 
las  relaciones  que  le  liguen  con  una  de  las  partes  interesadas. 

Verdad  es  que  la  ley  prevee  estos  casos,  pero  no  todos  ellos 
son  conocidos  ni  patentes,  y,  por  otra  parte,  ¿quién  es  capaz 
de  penetrar  las  intenciones;  de  destruir  una  declaración  forjada 
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con  sofística  habilidad?  que  el  Juez,  en  cumplimiento  de  su 
misión  y  encontrándola  legalmente  aceptable,  por  más  que  su 
conciencia  exprese  cosa  distinta,  tiene  que  tomar  en  considera- 
ción, porque  no  se  ha  podido  probar  exteriormente  que  es 
monstruosa,  atentatoria,  abominable. 

Además,  aunque  en  rigor  de  principios  encuentro  racional 
el  método  probatorio  que  examino,  puede  el  testigo  equivocarse, 
olvidar  algunas  circunstancias  de  los  hechos,  cambiar  inadver- 
tidamente otras,  y  entonces,  en  vez  de  ser  el  seguro  guía  que 
demarque  al  Juez  su  derrotero  fijo  en  la  contienda  civil  ó  crimi- 
nal, vendría  á  convertirse  en  un  germen  de  discordia  y  en  una 
remora  para  la  buena  aplicación  de  la  justicia,  del  derecho  y  de 
las  leyes. 

Todas  las  legislaciones  modernas  tienden  á  abolir  la  prueba 
testimonial,  todas  las  circunscriben  á  determinados  casos,  que 
con  la  perfección  que  van  alcanzando  los  contratos  en  su  forma, 
á  consecuencia  de  los  requisitos  que  cada  día  se  establecen, 
llegarán  á  ser  raros. 

Esa  rareza  no  podrá  tener  lugar  sino  en  los  actos  civiles  y 
algunos  administrativos,  en  los  cuales  las  partes  saben  ya  de 
antemano  á  qué  se  sujetan  y  cuáles  son  sus  derechos  y  obliga- 
ciones, que  pueden  y  deben  constar  de  la  manera  que  determi- 
nan las  leyes,  y  eso  tiende  á  hacerlos  perpetuos  é  incontrover- 
tibles, librándolos  de  los  riesgos  que  corra  su  estabilidad,  ya 
por  la  muerte  ó  ausencia  de  un  testigo,  ya  por  su  falta  de 
imparcialidad,  ó  por  la  pérdida  de  sus  facultades  retentivas  y 
perceptivas. 

En  los  asuntos  del  orden  penal,  tendremos,  necesariamente, 
que  sobrellevar  esos  inconvenientes,  puesto  que  la  existencia  de 
un  hecho  delictuoso  (exceptuando  rarísimas  ocasiones)  no  cons- 
ta en  documentos,  ni  es  materia  de  contrato  escrito.  Los 
testigos  son  la  única  prueba  que  en  esa  índole  de  omisiones 
puede  arrojar  alguna  luz  y  esclarecer  la  verdad,  la  única  que 
puede  hacer  constar  los  hechos  y  causar  la  imposición  de  la 
correspondiente  pena,  ó  que  se  dé  la  respectiva  absolución. 
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Triste  situación  es  esta,  que  establece  medios  probatorios 
en  asuntos  que  si  bien  causan  gravamen,  como  la  pérdida  de 
algunos  ó  de  todos  los  bienes,  no  la  puede  establecer  en  aquellos 
en  que  se  deja  de  disfrutar  de  lo  que  más  aprecia  el  hombre: 
su  libertad,  su  vida  y  su  honor.  Y  esto  por  una  deposición 
falsa,  dictada  por  la  malevolencia  ó  por  el  interés,  y  la  cual 
tenemos  que  aceptar  y  que  aplicar  legalmente. 

Ni  me  formo  conjeturas,  ni  falto  á  la  verdad  de  los  hechos. 
Diariamente,  en  nuestros  Tribunales,  preséntanse  interrogato- 
rios de  repreguntas,  en  virtud  de  los  cuales,  testigos  que  iban 
á  causar  un  daño  irreparable,  caen  en  contradicciones,  se  des- 
dicen y  dejan  patentemente  establecida  la  falsedad  de  lo  que 
anteriormente  afirmaban. 

Cierto  es  que  las  leyes  estatuyen  penas  para  los  falsos 
deponentes;  que  casi  en  todas  las  ocasiones  se  manda  instaurar 
procedimiento  contra  los  que  incurren  en  tal  delito,  pero  siendo 
éste  "la  infracción  voluntaria  de  toda  ley  penal,"  dificilísimo 
es  establecer  ese  dolo,  esa  mala  fe  y  distinguir  entre  el  proceder 
malicioso  y  el  olvido  involuntario;  entre  la  no  percepción  de  los 
hechos  y  la  premeditada  declaración  en  la  cual  se  tergiversan  ó 
se  ocultan  éstos,  ó  se  afirma  lo  abiertamente  contrario  á  ellos. 

Debemos  aspirar  á  la  perfectibilidad,  fin  y  norma  de  todo 
ser  inteligente  y  mientras  nos  aproximemos  á  ese  deseado  fin, 
tenemos  que  aceptar  con  todos  sus  inconvenientes,  la  prueba 
testimonial,  ya  que  así  lo  exigen  la  necesidad  y  la  falta  de  otras 
más  adecuadas,  pero  sí  debemos  trabajar  con  tesón  en  que  se 
perfeccione  y  depure,  puesto  que  es  racional  y  si  no  se  puede 
decir  otro  tanto  de  su  conveniencia,  no  es  por  vicio  propio,  sino 
por  el  actual  estado  de  las  organizaciones  políticas  y  de  la 
naturaleza  humana.  Esto,  al  menos,  constituye  mi  desautori- 
zada opinión. 

II. 

Siendo  enteramente  personal  la  prueba  de  testigos,  lógico 
es  que  haya  sido  la  primera  que  se  puso  en  práctica  desde  las 
más  remotas  edades;  pero  no  entrando  en  mis  propósitos  un 
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estudio  histórico  de  ella,  me  limitaré  á  exponer  algo  de  lo  mucho 
que  sobre  el  particular  estatuía  la  antigua  legislación  española, 
que  regía,  necesariamente,  entre  nosotros. 

En  la  ley  10'  título  89,  libro  29  del  Fuero  Real  se  empieza  á 
reglamentar  la  antedicha  prueba,  estableciendo  que  los  alcaldes 
están  en  la  obligación  de  compeler  á  la  persona  á  quien  algo 
constare  acerca  de  un  hecho  que  ocurra  á  deponer  sobre  él,  esta- 
bleciendo asimismo  los  apremios  corporal  y  de  bienes  para  los 
que  se  negaren  á  concurrir;  exigiendo,  en  todo  caso,  el  jura- 
mento  previo. 

Más  tarde,  los  reyes  católicos  en  las  Ordenanzas  y  Prag- 
máticas de  Alcalá  fijaron  el  número  de  testigos  que  sobre  un 
punto  pudieren  ser  examinados,  sin  que  este  número  excediera 
de  treinta  y  sólo  en  el  caso  de  que  la  parte  jurara  no  proceder 
de  malicia  ni  con  afán  de  demora;  y  que,  cuando  hubiere  nece- 
sidad de  que  alguno  testificara  sobre  un  hecho  que  conociere 
mejor  que  algunos  de  los  testigos  ya  presentados,  se  admitiera 
su  dicho,  previo  el  juramento  á  que  anteriormente  me  he 
referido,  y  se  descontase  el  testimonio  del  menos  enterado. 

En  las  Ordenanzas  de  Madrid  (capítulo  16)  y  en  las  de 
Alcalá  (capítulo  8?)  aparecen  ya  claramente  definidos  muchos 
requisitos  que  aún  hoy  día  rigen  y  se  encuentran  en  todas  las 
legislaciones;  á  saber:  que  en  el  acto  de  recibírsele  la  declaración 
á  un  deponente,  éste  exprese  si  tiene  interés  alguno  en  el  litigio, 
si  fué  sobornado,  ó  si  ejercieron  sobre  él  fuerza  ó  violencia  y  si 
es  pariente  en  grado  de  consanguinidad  ó  de  afinidad  de  la 
parte.  También  previene  que  el  Escribano  lea  íntegra  la  dili- 
gencia, para  el  efecto  de  la  ratificación  y  que  "si  supiere  firmar, 
lo  firme  de  su  nombre;''  pudiendo  el  interesado  encontrarse 
presente  para  "traerles  á  la  memoria  aquello  para  que  son  pre- 
sentados, y  encargarles  las  conciencias,  que  digan  la  verdad  de 
lo  que  supieren,  y  se  les  acordare,  y  no  más."  (Ley  8-  título 
69  libro  4?  R). 
• 
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Don  Fernando  y  Doña  Isabel  y  don  Carlos  I  y  Doña  Juana 
en  las  Ordenanzas  de  Madrid  mandaron  que  los  Escribanos 
asienten  por  sí  mismos  las  declaraciones  que  rindan  los  testigos, 
á  no  ser  por  causa  de  legítimo  é  insuperable  impedimento, 
conminando,  á  los  que  así  no  lo  hicieren,  con  fuertes  multas. 

Los  Reyes  Católicos,  Felipe  II  y  Carlos  IV  en  diversas 
disposiciones,  emanadas,  ya  de  las  necesidades  sociales,  ya  de 
consultas  de  los  centros  judiciales,  privilegiaron  de  manera 
especial  á  algunos  funcionarios  del  orden  civil,  militar  y  fiscal, 
mandando  que  á  los  oficiales  de  fuerzas  terrestres  y  navales  se 
les  tomara,  en  las  causas  que  se  relacionaran  única  y  exclusiva- 
mente con  su  fuero,  la  protesta  de  fidelidad  en  su  testificación 
bajo  su  palabra  de  honor,  y  que  los  administradores  de  Rentas 
prestaran  sus  deposiciones  bajo  informe,  con  el  objeto  de  que 
no  desatendieran  sus  deberes,  y  que  cuando  la  causa  fuere  en 
alto  grado  importante,  concurrieran  al  Tribunal;  pero  en  este 
caso,  los  im partidores  de  justicia  deberían  tomar  todas  las  medi- 
das conducentes  al  buen  manejo  y  seguridad  de  los  fondos  que 
á  aquellos  estaban  confiados. 

Esta  segunda  disposición,  con  ligeras  modificaciones,  se 
encuentra  en  nuestra  legislación  actual. 

No  se  limitaron  las  leyes  que  he  citado  á  reglamentar  la 
prueba  testimonial:  quisieron  que  ésta  fuere  lo  más  limpia  posi- 
ble y  que  prestara  las  mayores  garantías  de  imparcialidad. 

Con  este  objeto  reglamento.se  la  tacha  de  los  testigos; 
pudiendo  ésta  oponerse  dentro  de  los  seis  días  siguientes  á  la 
"publicación  de  los  testigos/'  Las  causas  de  tacha  eran 
numerosas,  encontrándose  entre  ellas  las  de  excomunión,  las  de 
falso  testimonio  anterior,  las  de  perjurio  y  de  homicidio  y  otras 
muchas  que  el  Fuero  Real  indicaba. 

Don  Fernando  y  Doña  Isabel  y  Don  Juan  I,  en  su  afán  de 
mejorar  la  legislación  peninsular,  fueron  los  monarcas  que  más 
empeño  se  tomaron  en  esclarecer  muchos  puntos  dudosos, 
impartiendo  numerosas  órdenes,  algunas  de  las  cuales  acabo  de 
citar;  merced  á  ellas  fueron  desterrándose  vicios    hondamente 
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arraigados  y,  continuando  la  obra  comenzada  por  el  Rey  Sabio, 
prepararon  eficazmente  el  fértil  campo  que  en  lo  futuro  había 
de  producir  mejores  leyes;  ya  que  las  dictadas  por  esos  sobera- 
nos, adolecían  con  harta  frecuencia  de  graves  defectos,  prove- 
nientes, en  su  mayor  parte,  de  creencias  religiosas  llevadas  á  la 
exaltación,  de  supersticiones  y  de  errores  económicos. 

III. 

Nuestro  Código  de  Procedimientos  Civiles  y  el  respectivo 
Decreto  de  Reformas,  establecen  que  "toda  persona  puede  pro- 
bar su  acción  ó  excepción  en  juicio  por  medio  de  testigos,  en 
los  casos  en  que  la  ley  no  requiere  especialmente  otro  medio  de 
prueba." 

Este  artículo  es  la  enunciación  solemne  de  la  admisión  de 
la  prueba  testimonial  en  nuestra  práctica  forense;  por  él  se 
reconoce  la  necesidad  de  hacerlo  así,  y  de  fijar  al  mismo  tiempo, 
aquellos  casos  en  que,  por  prevenirlo  las  leyes,  se  necesita 
prueba  especial;  procurando  limitar,  hasta  donde  sea  dable, 
la  aplicación  de  la  falible  y  engañosa  testimonial. 

Según  nuestras  mismas  leyes,  nadie  puede  contradecir  por 
medio  de  testigos,  lo  que  consta  en  documento  público  ó  pri- 
vado reconocido  que  se  haya  otorgado  por  más  de  quinientos 
pesos,  excepto  cuando  se  quiera  redargüir  y  probar  de  falsos 
esos  mismos  documentos 

Peligrosa  parece  á  primera  vista  esta  disposición  en  su 
segunda  parte,  pero  ese  temor  desaparece  al  hacer  referencia  á 
otros  artículos  del  mismo  Código  de  Procedimientos  en  materia 
civil,  en  que  terminantemente  se  dispone  que  sólo  en  los  casos 
allí  prevenidos  pueda  tacharse  de  falso  un  documento,  y  los 
testigos  no  podrán  deponer  sido  sobre  hechos  enteramente  ma- 
teriales, como  imposibilidad  física  de  haber  estado  en  un  lugar, 
etc.,  etc.,  etc. 

Lo  que  sí  es  curioso  en  alto  grado  es  que,  no  necesitándose 
en  la  mayor  parte  de  los  casos  sino  de  dos  testigos  para  exten- 
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der  un  documento,  se  hace  preciso  que  para  probar  la  nulidad 
ó  falsedad  de  ese  mismo  documento,  conste  en  autos  el  dicho 
conteste  de  no  menos  de  cinco  testigos. 

El  número  requerido  hace  imposible  casi  siempre  la  fijación 
de  nulo  ó  de  falso  de  un  instrumento. 

Verdad  es  que  está  mandado  que  el  Juez,  aunque  no  pre- 
ceda solicitud  de  partes,  debe  mandar  recibir  cuantas  pruebas 
estime  pertinentes,  ya  sean  escritas,  testimoniales  ó  de  expertos, 
pero  ¿qué  deposición  puede  juzgarse  pertinente  en  un  juicio  de 
esa  naturaleza,  en  el  cual  lo  lógico  es  que  sólo  puedan  declarar 
los  testigos  instrumentales,  que  son  los  únicos  á  quienes  consta 
lo  que  se  contiene  en  la  escritura  redargüida?  Benévola  y  justa 
es  esta  disposición,  pero  ilusoria. 

Para  que  se  pueda  ser  testigo  es  fuerza  tener  capacidad  de 
responder  con  libertad  y  conocimiento  acerca  de  los  hechos  inte- 
rrogados. 

¿Es  filosófica  esta  disposición?  Indudablemente  que  sí, 
pero  dificilísima  de  establecer  en  ocasiones  y  hay  que  dejar  su 
apreciación  al  recto  criterio  de  los  señores  jueces,  que  son  los 
llamados  á  salvar  las  dificultades  que  presenta. 

Hecho  que,  por  el  contrario,  es  igualmente  importante  y  no 
presenta  los  defectos  enunciados,  es  el  requisito  legal  de  que  el 
testigo  no  haya  tenido  impedimento  físico  cuando  ocurrió  aquello 
que  se  quiere  aclarar.  Digo  que  no  presenta  los  defectos  apun- 
tados, sin  que  esto  quiera  decir  que  la  estime  perfecta,  pero 
esta  condición  es  esencialmente  imposible,  y  de  seguirse  tal 
sistema,  ninguna  disposición  legal  respondería  á  su  objeto, 
puesto  que  todas  adolecen  de  inconvenientes  más  ó  menos  graves, 
no  en  teoría,  sino  en  la  metódica  aplicación  de  lo  contenido  en 
ellas. 

Es  esencial  requisito  de  idoneidad  el  que  los  testificantes 
tengan  las  calidades  legales  de  edad,  capacidad,  probidad  y 
condición. 

Qué  se  entenderá  en  este  caso  por  condición?  Quién  es- 
tablece la  capacidad  y  la  probidad,  á  no  ser  en  ocasiones  noto- 
riamente palpables? 
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La  capacidad  y  la  probidad  son  relativas.  A  diario  lo 
vemos. 

Los  artículos  783  y  784  del  Código  de  Procedimientos  Ci- 
viles, estaolecen  que:  "Los  testigos  varones  ó  mujeres  deben 
tener,  para  declarar  en  las  causas  civiles,  diez  seis  años  cumpli- 
dos" y  que  "Ninguna  persona  es  idónea  para  dar  testimonio 
sobre  hechos  que  acaecieron  antes  de  que  cumpliera  la  edad  de 
doce  años/' 

Estas  edades  son  convencionales;  por  fuerza  había  que  es- 
tablecerse cierta  y  determinada  época  desde  la  cual  pudiera  ser 
válida  la  deposición  de  un  testificante  y  se  adoptaron  las  dos 
arriba  citadas;  una  de  las  cuales  marca  los  primeros  años  de  la 
pubertad  y  se  supone  ya  con  suficiente  conocimiento  al  testigo. 

A  los  doce  años,  poco  más,  poco  menos,  no  se  tiene  aun 
percepción  clara  ni  de  las  cosas  ni  de  los  hechos,  de  manera  que 
me  parece  atinada  la  disposición  que  arriba  he  transcrito. 
Cierto  es  que  en  algunos  casos  pudiera  tenerse  por  válido  el 
dicho  de  una  persona  que  se  encuentre  en  las  circunstancias 
señaladas  en  ese  mismo  artículo  784;  que  un  niño  de  notables 
facultades  retentivas,  pudiera  dar  alguna  luz  sobre  hechos  que 
acaecieron  antes  de  que  tuviese  la  fijada  edad  de  doce  años; 
pero  en  la  mayoría  de  los  casos,  sería  peligroso  confiar  los  dere- 
chos al  vago  é  incierto  testimonio  de  lo  que  se  vio  durante  la 
infancia,  en  la  cual  las  impresiones  son  superficiales  y  los  recuer- 
dos fugaces. 

Además  del  impedimento  de  edad,  hay  otros  que  imposi- 
bilitan los  testimonios.  Esos  impedimentos  son  de  tres  clases: 
físicos;  por  falta  de  probidad  y  por  relaciones  con  las  partes. 

Los  impedimentos  físicos  son:  ceguera,  sordo-mudez,  de- 
mencia y  enfermedad  habitual  que  impida  el  ejercicio  de  las 
facultades  intelectuales;  pudiendo  el  ciego  testificar  acerca  de 
hechos  ocurridos  antes  de  la  pérdida  de  su  vista;  admitiéndose 
asimismo  la  declaración  del  sordo-mudo  si  sabe  leer  y  escribir. 

La  razón  de  estos  impedimentos  es  tan  clara  y  lógica,  que 
creo  innecesario  entrar  á  su    examen,    no    pudiendo   decir   lo 
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mismo  acerca  de  los  de  falta  de  probidad, — á  consecuencia  de 
la  cual,  no  son  testigos  idóneos,  según  nuestra  ley  procesiva  en 
lo  civil. 

I9  El  deudor  alzado. 

2?  El  vago,  declarado  por  autoridad  competente. 

3?  El  ebrio  consuetudinario,  calificado  conforme  al  Código 
Penal. 

4?  El  que  haya  sido  declarado  testigo  falso,  ó  falsificador 
de  letra,  sello  ó  moneda,  ó  tenga  auto  motivado  de  prisión  por 
algunos  de  estos  delitos. 

59  El  que  haya  sido  condenado  por  perjurio  ó  soborno. 

El  que  un  deudor  se  fugue  con  sus  bienes,  no  es,  á  mi  juicio, 
razón  suficiente  para  que  se  dude  de  que  en  una  causa  no 
declararía  conforme  á  conciencia;  motivos  poderosos  le  pueden 
haber  inducido  para  alzarse,  y  si  esos  motivos  no  pueden  ser 
tomados  en  consideración  para  no  aplicarse  la  pena  correspon- 
diente al  delito,  no  se  sigue  necesariamente  que  el  deudor  que 
de  esa  manera  ha  delinquido,  sea  incapaz,  por  falta  de  honora- 
bilidad, de  rendir  un  testimonio  imparcial,  conforme  á  su 
conciencia  y  á  la  verdad  de  lo  acaecido. 

El  que  sin  tener  renta,  se  resiste  á  trabajar,  de  cualquier 
manera  que  sea,  se  le  llama  vago  por  la  ley  y  tampoco  puede 
testificar. 

¿Cuál  es  la  causa  de  esta  disposición? 

¿En  qué  razón  filosófica  se  funda? 

¿Porque  un  individuo  se  entrega  al  ojio,  no  puede  ser 
verídico?     Esto  es  absurdo. 

Sospecho  que  la  causa  de  ese  precepto  legal  es  un  castigo 
en  cierto  modo  para  los  vagos,  que  les  da  á  entender  que  por  su 
comportamiento  son  indignos  de  que  se  les  preste  fe.  Si  esta  es 
la  base,  y  no  veo  otra,  la  encuentro  ilusoria,  ya  que  es  de  tal 
naturaleza  que  sólo  á  un  hombre  que  tuviese  elevados  principios 
de  moralidad  pudiera  avergonzar  y,  por  otro  lado,  aten- 
diendo á  la  cultura  popular  entre  nosotros,  es  seguro  que  muy 
pocos  saben  la  existencia  de  ese  mandato. 
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Así,  pues,  resulta  ilusoria  esa  sanción  (en  caso  de  que  este 
sea  el  motivo)  que  en  nada  contribuirá  á  la  extinción  de  la 
vagancia  y  si  puede  hacerse  sentir  su  mal  fundamento,  cuando 
haya  necesidad  de  recibir  el  testimonio  de  aquel  á  quien,  sin 
razón  ninguna,  la  ley  ha  declarado  no  idóneo. 

Cosa  parecida  sucede  con  el  impedimento  de  ebriedad 
consuetudinaria:  si  á  consecuencia  de  sus  excesos  en  el  abuso 
de  las  bebidas  alcohólicas  pierde  el  ebrio  la  percepción  clara  de 
las  cosas,  es  natural  que  no  testifique,  pero  esto  ya  será  por 
impedimento  físico,  y  en  manera  alguna  por  su  vicioso  proceder. 

Si  hay  razón  para  que  un  ebrio  no  testifique,  ¿por  qué  no 
habrá  de  estar  también  comprendido  en  la  prohibición,  aquel 
que  juega?  La  causa  sería  la  misma,  indudablemente,  y  tal  vez 
tendría  más  fundamento  en  este  último  caso;  ya  que  el  jugador, 
por  satisfacer  su  funesta  pasión,  podría  vender  su  testimonio. 

Respecto  á  que  tampoco  es  idóneo  el  declarado  testigo 
falso,  pienso  que  este  precepto  prohibitivo  es  lógico  y  natural, 
ó  por  lo  menos  existe  grave  presunción  de  que  él  una  vez  ha 
mentido,  puede  hacerlo  otras,  en  idénticas  circunstancias;  y  con 
más  razón  todavía  los  condenados  por  perjurio  ó  soborno. 
Sólo  si  opino  que  debieran  no  existir  esos  impedimentos  cuando, 
cediendo  á  impulsos  de  afectos  ó  de  gratitud  se  hubiera 
cometido  esos  delitos  en  otro  juicio  por  favorecer  en  una 
declaración  á  un  pariente,  á  un  amigo  ó  á  un  favorecedor. 
Así  cesaría  la  presunción  de  que  el  deponente  había  procedido 
con  malicia,  por  soborno  ó  por  otro  motivo  cualquiera. 

El  falsificador  de  moneda  ó  de  sello  ó  letra,  es  también 
inhábil.  Si  esta  inhabilidad  se  funda  en  el  delito  cometido  y  en 
el  dolo  manifiesto  con  que  se  ha  procedido  á  la  falsificación,  que 
es  una  forma  del  engaño,  debiera  también  hacerse  extensiva 
á  los  fallidos  fraudulentos,  á  los  estafadores,  etc.,  etc.,  etc., 
si  es  por  sanción,  ya  hemos  visto  que  es  ilusoria. 

Debiera  ampliarse  las  anteriores  prohibiones,  aclararlas  ó 
suprimirlas. 
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No  son  idóneos  en  determinados  juicios  aquellos  testigos 
que  tienen  ciertas  relaciones  con  las  partes,  ya  por  parentezco, 
enemistad,  gratitud  ó  dependencia.  Aquí  se  observa  lo  contra- 
rio á  lo  que  se  ve  en  las  otras  prohibiciones.  Son  fundadas 
científicamente;  pero  pudiera  ser  que  en  la  práctica  forense, 
con  algunas  excepciones,  no  produjeran  el  resultado  corres- 
pondiente. 

En  efecto;  es  presunción  grave,  precisa  y  concordante  que 
una  persona  que  por  cualquier  motivo  tenga  sentimientos 
respecto  de  otra,  ya  sean  éstos  de  afecto  ó  de  odio,  no  sea 
imparcial  al  rendir  un  testimonio,  dándolo;  ya  á  favor,  ya  en 
contra,  según  las  circunstancias. 

Pero,  también  puede  suceder,  en  el  caso  de  enemistad,  que 
el  enemigo  de  la  parte  vacile  en  vengarse  de  una  manera  tan 
mezquina  como  lo  sería  dar  una  falsa  deposición,  que,  por  otra 
parte,  puede  ser  destruida. 

En  el  terreno  de  los  afectos,  también  es  lógico  pensar  que 
la  deposición  sería  falsa  y  favorable  á  la  persona  amada. 

Necesario  es  por  esto  estatuir  las  prohibiciones;  pero  ¿no 
será  quitar  un  medio  de  defensa,  tal  vez  el  más  poderoso,  á  la 
parte?  Cuando  sea  necesario  probar  una  coartada,  cualquiera 
acción  ó  excepción,  ¿quiénes  mejor  que  aquellos  con  los  cuales 
se  está  en  diario  ó  íntimo  contacto,  pueden  deponer?  Nadie, 
y  sin  embargo,  por  la  dura  ley  de  la  necesidad,  hay  que  desechar 
esos  testimonios  y,  siendo  inadmisibles,  dejar  sin  defensa  ó 
darla  incompleta  á  aquel  que  no  puede  probar  sus  actos  ó 
derechos  sin  el  concurso  de  sus  familiares,  amigos  ó  dependientes. 
•  Hay  mucho  en  pro  y  en  contra;  pero,  por  ahora,  pienso 
que  hay  que  dejar  en  vigor  esas  causas  de  inhabilidad  por 
relaciones  del  testigo  con  las  partes. 

Cuando  las  causas  de  impedimento,  dice  el  Código  á  que 
me  he  venido  refiriendo,  son  comunes  alas  partes  que  litigan, 
se  puede  aceptar  la  declaración  del  testigo  inhábil,  y  lo  mismo 
sucede  por  mutuo  convenio. 

( 


—  19  — 

Razonables  son  ambas  disposiciones,  pero  por  desgracia  la 
última  peca  del  defecto  que  á  cada  paso  encontramos  en  nuestras 
leyes,  tanto  fundamentales  como  secundarias;  que  es  ilusoria. 
En  efecto,  aunque  se  litigue  de  buena  fe  ¿quién  dará  armas 
á  su  adversario?  que  en  estas  circunstancias  le  harían  triunfar. 

Encuentro  rarísimo,  si  no  imposible,  en  la  vida  práctica,  la 
clase  de  convenios  indicada. 

Están  basadas  en  un  espíritu  liberal;  admiremos  el  principio 
y  deploremos  su  ineficacia. 

Según  nuestras  leyes,  está  obligado  á  declarar  como  testigo 
todo  aquel  á  quien  algo  constare  acerca  de  un  hecho,  pudiendo 
apremiársele  para  que  concurra  al  Tribunal  donde  penden 
los  autos. 

En  las  sociedades  humanas  es  elemento  indispensable  de 
vida  el  auxilio  mutuo  y  el  mutuo  apoyo:  todos  necesitamos  los 
unos  de  los  otros,  y  no  hay  hombre  de  posición  tan  independiente 
que  pueda  pasar  sin  el  concurso  de  sus  conciudadanos.  Esto 
es  claro;  la  razón  lo  enseña  y  las  ciencias  económicas  lo 
demuestran. 

Fundado  en  esa  misma  reciprocidad  y  necesidad  de 
servicios,  debe  apoyarse  el  triunfo  del  derecho,  por  cuantos 
medios  estén  á  nuestro  alcance  y  aunque  sea  por  utilidad 
propia. 

Como  no  todos  comprenden  sus  derechos  sociales,  hay 
necesidad  de  prestar  una  segura  y  eficaz  sanción  al  deber, 
establecido  legalmente,  de  ayudar  á  la  justicia  en  el  esclareci- 
miento de  la  verdad,  y  por  eso  es  que  se  han  estatuido  los 
apremios  de  que  hablé  anteriormente;  medios  que,  si  bien, 
como  todos  los  que  coartan  el  libre  albedrío,  son  repugnantes, 
hay  que  ponerlos  en  vigor,  ya  que  se  puede  dejar  pendiente  un 
derecho  ó  una  acción,  del  capricho  de  un  testigo  ó  de  su  afán 
de  librarse  de  incomodidades. 

Las  repreguntas  son  un  medio  eficaz  de  destruir  decla- 
raciones que  se  suponen  falsas.  En  el  momento  mismo  de 
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deponer,  y  si  es  repreguntado,  raro  es  el  testigo  falso  que 
conserva  su  serenidad  y  raros  también  los  que  no  incurren  en 
alguna  contradicción. 

Del  que  haya  declarado  una  vez,  dice  la  ley  que  no  puede 
«ser  llamado  de  nuevo  á  efecto  de  repreguntarlo,  y  así  debe  ser, 
puesto  que  si  se  hace  obligatoria  su  deposición,  debe  buscarse 
el  cumplimiento  de  este  deber  de  la  manera  que  menos  gravamen 
le  cause,  y  si  el  que  está  interesado  en  destruir  una  prueba  no 
lo  hace  en  el  tiempo  legal,  es  decir,  "antes  ó  en  el  momento  en 
que  ésta  se  rinda,  "  ¿quién,  sino  él,  debe  sufrir  las  consecuencias 
de  su  morosidad  y  su  negligencia? 

Los  individuos  del  Cuerpo  Diplomático  residente  no 
pueden  ser  apremiados  para  que  presten  su  testimonio;  deberá 
pasárseles  por  el  órgano  correspondiente  la  nota  respectiva,  y 
en  caso  de  negarse  á  declarar  no  podrán  ser  obligados. 

Ésta,  como  tantas  otras,  es  una  de  aquellas  prerrogativas 
peligrosas  é  irritantes  de  que  gozan  los  Agentes  Diplomáticos, 
y  que  no  son  soportables  sino  por  el  principio  de  reciprocidad 
y  además  porque  muy  bien  se  puede  abrigar  la  idea  de  que 
siendo  escogidos  esos  mismos  Agentes  entre  personas  honorables 
y  sensatas,  con  el  uso  y  no  el  abuso  de  sus  privilegios,  se 
abstendrán  de  dar  lugar  á  conflictos  y  á  incidentes  desagra- 
dables, como  ya,  para  vergüenza  de  algunas  naciones,  se  ha 
visto;  siendo  ciertos  Ministros  extranjeros,  no  la  salvaguardia 
de  sus  connacionales  que  viven  en  el  país  á  donde  van  acredi- 
tados, sino  una  amenaza  continua  y  fuente  perenne  de  temores 
para  éste. 

Los  Cónsules  no  gozan  de  esas  prerrogativas,  siendo,  como 
son,  solamente  agentes  comerciales,  sometidos  á  las  leyes  de  la 
nación  en  que  residen. 

Una  disposición  que  debió  haber  desaparecido  con  el 
Decreto  Gubernativo  número  273,  es  la  relativa  á  inhabilidad 
por  ser  el  testigo  pródigo,  en  lo  que  se  relaciona  con  esta  misma 
prodigalidad,  ya  que  este  motivo  antiguo  de  incapacidad, 
desapareció  con  el  Decreto  que  emanado  del  Poder  que  cité 
anteriormente,  lleva  el  número  272. 

t 
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Otro  precepto  que,  atendido  el  principio  de  libertad  abso- 
luta que  consigna  nuestra  Carta  Fundamental,  debió  haber 
sido  reformado  en  el  mismo  Decreto  número  273,  es  el  que 
trata  de  la  fórmula  del  juramento  que  debe  hacerse  á los  testigos. 

Verdad  es  que  está  preceptuado  que  cuando  así  no  lo 
permitan  las  ideas  religiosas  del  deponente  puede  éste  protestar 
bajo  su  palabra  de  honor;  pero,  diciendo  la  fórmula  á  que  me 
he  referido  anteriormente:  ' '  juráis  por  Dios,  etc. ,  etc. , "  y  siendo 
"Dios"  en  el  sentido  usual  de  las  palabras  el  de  los  cristianos, 
parece  que  tácitamente  se  implica  ser  el  cristianismo  la  religión 
del  Estado,  ya  que  por  su  divinidad  se  jura  en  los  actos  oficiales; 
ó  si  no,  y  es  peor  todavía,  tomándose  á  Dios  en  el  sentido  de 
divinidad  de  todas  las  religiones,  vendría  á  aparecer  que  el 
Estado  las  practicaba  y  apoyaba  todas. 

Pero  estos  son  defectos  de  forma  de  poca  monta,  que 
pueden  ser  subsanados  fácilmente,  atendiendo  al  espíritu  de 
nuestra  legislación,  que  en  la  mayor  parte  de  los  casos  es 
científica  y  liberal  por  excelencia. 

Estando  todos  de  acuerdo  con  la  falibilidad  de  la  prueba 
testimonial,  debe  procurarse  atenuar  esa  misma  falibilidad,  y  ya 
que  por  imperiosas  razones  de  conveniencia,  hay  que  aceptarla, 
debe  llevarse  en  mira  obtenerla  lo  más  pura  posible. 

Uno  de  los  medios  más  eficaces  para  esto  es  obligar  á  los 
testigos  á  que  den  razón  de  su  dicho;  este  requisito  debe 
llenarse  de  oficio  por  el  juez  y  es  una  garantía  preciosa  contra 
los  falsos  deponentes. 

En  efecto,  raro  es  que  coincidan  los  dichos  de  personas  á 
quienes  no  consta  verdaderamente  alguna  cosa  y  si  se  impide 
que  los  testigos  tengan  tiempo  de  comunicarse,  es  casi  seguro 
que  este  medio,  á  menos  que  esté  en  juego  una  habilidad 
extremada,  dará  buenos  resultados. 

También  de  oficio  deberá  preguntarse  á  los  testigos  acerca 

de  ciertos  puntos  con  respecto  á  sus  relaciones  con  las  partes, 

encontrándose   entre   estos,   el   de   si    son   amigos   íntimos   de 

ellos,  requisito  que  se  omitió  preceptuar  como  impedimento  de 

• 
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idoneidad,  existiendo,  sí,  el  de  enemistad,  y  sin  embargo  las 
razones  son  idénticas  y  los  fundamentos  los  mismos. 

Una  persona  está  obligada  conforme  á  su  conciencia  y 
guardando  las  leyes  que  presiden  el  funcionamiento  del  orga- 
nismo social  á  ayudar  á  los  demás  miembros  de  la  comunidad 
en  el  logro  de  sus  derechos.  Uno  de  los  medios  para  la  corise- 
cucic5n  de  este  fin  es  el  de  prestar  su  declaración  en  los  casos 
que  ocurran,  como  anteriormente  he  dicho,  pero  no  podemos 
exigir  que  ella,  además  de  las  molestias  inherentes  á  toda 
formalidad,  sufrague  sus  gastos  y  á  consecuencia  del  lucro 
cesante  venga  á  menos  en  sus  intereses.  Ya  que  la  ley  establece 
la  forzosa  prestación  de  testimonio  y  esta  declaración  viene 
á  beneficiar  á  otra  parte,  justo  y  natural  es  que  ella  haga  los 
gastos  necesarios  é  indemnice  al  deponente  de  los  perjuicios 
que  le  causó.  Esto  es  lógico  y  así  lo  establecen  nuestras  leyes 
procesivas,  en  contraposición  á  la  práctica  seguida  en  algunos 
Estados  de  la  Unión  Norte  Americana,  en  los  cuales  en 
las  cauvsas  criminales  se  tiene  al  testigo  en  reclusión,  y,  aten- 
diendo á  sus  circunstancias  se  le  pasa  por  el  Tesoro  Público  un 
estipendio  diario. 

Encuentro  atentatoria  esta  práctica,  porque  si  bien  he 
dicho  que  estoy  de  acuerdo  en  que  se  obligue  al  testigo  á 
declarar,  no  lo  estoy  ni  puedo  estarlo  en  que  el  cumplimiento  de 
ese  deber  .se  logre  por  tales  medios.  Felizmente,  va  ya  desapa- 
reciendo ese  precepto,  que  es  extraño  esté  ó  haya  estado  en 
vigor  en  el  "País  de  la  Libertad." 

Los  gastos  que  ocasione  la  prueba  testimonial  deben  ser 
satisfechos  por  el  que  la  pidió,  salvo,  naturalmente,  lo  que  se 
decida  sobre  costas. 

Por  idénticas  razones  de  evitar  molestias  innecesarias  á  los 
testigos  se  acostumbra  recibir  la  prueba  testimonial  fuera  del 
sitio  del  juicio  por  comisión  encargada  al  juez  del  lugar  donde 
vive  el  deponente.  El  medio  es  algo  moratorio,  presenta 
dificultades  para  la  práctica  de  repreguntas  y  careos,  pero  no 
hay,  ni  puede  haber  otro  más  aceptable. 
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III. 


El  valor  de  la  prueba  testimonial  debe  graduarse  por  el 
dicho  im parcial  y  la  proporción  numérica  de  los  testigos, 
tomándose  en  cuenta,  asimismo,  el  valor  de  las  declaraciones  y 
se  estiman  legalmente  verdaderas  las  de  testigos  idóneos, 
presenciales  y  contestes  sobre  hechos  que  oyeron  y  vieron; 
las  de  testigos  idóneos  y  contestes  que  den  razón  de  su  dicho  y 
que,  aunque,  no  sean  presenciales,  demuestren  evidentemente 
que  fundan  su  deposición  sobre  bases  ciertas,  y  las  de  los 
testificantes  que  se  apoyen  en  el  concepto  que  se  han  formado 
sobre  la  materia  del  pleito  por  sus  conocimientos  especiales 
sobre  ella. 

Pero  para  que  pueda  aceptarse  legalmente  la  declaración 
de  un  testigo  no  presencial,  sino  que  simplemente  funde  su 
dicho  en  referencias,  debe  atenderse  en  todo  caso  á  que  los 
testigos  referidos  sean  lo  menos  dos  y  dignos,  por  su  buen 
nombre,  de  entero  crédito,  y  que  no  puedan  esios  testificar 
personalmente,  pues  entonces  y  en  todo  caso  se  preferirá  su 
declaración. 

La  conformidad  en  los  dichos  de  los  testigos  no  se  deja  á 
la  voluntaria  interpretación  del  juez,  y  la  ley  establece  para  la 
graduación  de  esa  misma  conformidad,  los  cuatro  tópicos  de 
personas,  lugar,  modo  y  tiempo. 

La  verdad  legal  de  una  declaración  es  lógicamente  difícil 
de  apreciar,  y  en  la  imposibilidad  de  dictarse  preceptos  que 
abarquen  todos  los  casos  que  presentarse  puedan,  nuestras 
leyes  tienen  que  limitarse  y  se  limitan  á  establecer  disposiciones 
amplias  y  generales,  sin  descender  á  detalles  que,  repito,  son 
imposibles  de  estatuir. 

Así,  entre  nosotros,  carecen  de  verdad  legal  las  declara- 
ciones de  los  testigos  que  no  dan  razón  de  su  dicho  ó  que  son 
varios  ó  contradictorios  en  sus  exposiciones,  lo  mismo  que  las 
de  los  convencidos  de  perjurio;  debiéndose  valorar  aquéllas, 
considerando  las  circunstancias  siguientes: 


—  24  — 

l9  Que  el  testigo  no  sea  inhábil  por  las  causas  ya  señaladas; 
es  decir:  por  impedimento  físico,  por  falta  de  probidad  ó  por 
sus  relaciones  con  las  partes. 

29  Que  por  su  capacidad,  instrucción  y  edad,  se  le 
considere  con  el  criterio  necesario  para  juzgar  del  acto. 

39  Que  por  su  probidad,  por  la  independencia  de  su 
posición  y  por  sus  antecedentes  personales,  tenga  completa 
imparcialidad. 

49  Que  el  hecho  de  que  se  trata  sea  susceptible  de  ser 
conocido  por  medio  de  los  sentidos  y  que  el  testigo  lo  conozca 
por  sí  mismo  y  no  por  inducciones  sin  referencia  á  otras 
personas. 

59  Que  la  declaración  sea  clara  y  precisa,  ya  sobre  la 
sustancia  del  hecho,  ya  sobre  las  circustancias  esenciales;  y 

69  Que  el  testigo  no  haya  sido  obligado  por  fuerza  ó 
miedo,  ni  impulsado  por  engaño,  error  ó  soborno;  sin  que  en 
caso  alguno  deba  reputarse  como  fuerza  el  apremio  judicial. 

Las  circunstancias  que  acabo  de  transcribir  dan  la  pre- 
sunción de  verídicos  á  los  testigos  de  una  parte,  iguales  en 
número  á  las  de  la  contrincante;  y  si  esas  mismas  circunstancias 
concurren  respecto  de  ambas  series  de  deponentes,  y  su  número 
es  el  mismo,  no  hay  prueba  del  hecho  controvertido,  en  lo  cual 
siempre  saldrá  perjudicado  el  que  tenga  que  probar  su  acción 
ó  su  excepción,  cuando  esta  última,  según  la  ley,  necesite  de 
establecerse  por  medios  probatorios. 

Cuando  dos  testigos  idóneos  y  presenciales  declaran  con- 
testemente sobre  un  punto,  forman  sus  dichos  plena  prueba, 
exceptuándose  los  casos  en  que,  como  en  los  juicios  de  nulidad 
y  falsedad  de  instrumentos,  etc.,  etc.,  requiere  la  ley  mayor 
número  de  testigos.  Estos  bien  pueden  no  concordar  sino 
sobre  la  sustancia  del  hecho  y  no  en  los  accidentes;  pero  si 
esta  secundaria  falta  de  acuerdo  no  modifica  lo  principal,  el 
mismo  número  de  dos  también  hará  entera  prueba. 

Cuando  los  deponentes  sean  idóneos  y  contestes,  mas 
no  presenciales,  harán  con  sus  dichos  completa  prueba,  siempre 

< 


—  2$  — 

que  cuatro  de  ellos  testifiquen  conformemente,  y  cuando  haya 
un  solo  declarante  idóneo  y  presencial,  su  testimonio  no  hará 
fuerza  de  prueba  plena,  produciéndola  tan  sólo  semi-plena. 

Esta  cantidad  de  testigos  que  la  ley  fija  podrá  ser  arbitraria 
y  hasta  injusta  en  algunos  casos,  pero  no  podemos  dejar  de 
reconocer  que  está  racionalmente  fundada,  puesto  que  hay 
visos  de  estricta  verdad  en  que  un  hecho  haya  acaecido  tal 
como  lo  describen  dos  personas  capaces,  honorables  é  im par- 
ciales que  estén  de  acuerdo  en  un  todo  en  lo  que  vieron  y 
oyeron,  no  sucediendo  lo  mismo  con  una  sola,  aunque  reúna 
los  requisitos  arriba  indicados.  También  cuatro  testigos  de 
referencia  parecen  suficientes  para  fijar  la  existencia  de  un 
hecho  ó  de  una  acción;  podrían  ser  tres  ó  cinco;  pero  si 
examinamos  las  cuestiones  bajo  este  prisma,  ninguna  dispo- 
sición resistiría  una  crítica  tan  insensata,  porque  si  bien  es 
cierto  que  tal  prueba  no  reuniría  una  precisión  matemática 
¿quién  es  capaz  de  adaptar  ésta  á  los  hechos  y  acciones  del 
hombre,  sujeto  el  variable  por  excelencia? 

La  misma  razón  habría  para  que  una  pena,  v.  g.  :  un 
año  de  prisión  correccional,  se  redujera  á  trecientos  sesenta 
y  cuatro  días  ó  >e  aumentara  á  trescientos  sesenta  y  seis. 
Hago  estas  pequeñas  observaciones  porque  he  conocido  comen- 
taristas de  preceptos  legales  que  llevan  su  rigorismo  al  extremo 
indicado.  Será  muy  noble  el  afán  de  perfección  y  el  deseo  de 
depurar  las  leyes  vigentes,  pero  mientras  no  se  cuente  con 
medios  eficaces  para  ello,  hay  que  detenerse  en  los  límites  del 
sentido  común  y  en  los  de  todo  lo  que  nos  permite,  por  ahora, 
nuestra  organización  social. 

Estos  son,  á  grandes  rasgos,  los  preceptos  que,  en  materia 

civil,  rigen  entre  nosotros  para  valorar,  hasta  donde  sea  posible, 

la  prueba  testimonial. 

IV. 

Lo  que  cortamente  dejo  reseñado  son  las  bases  de  la 
prueba  testimonial  en  nuestra  legislación  civil  y  en  los  procedi- 
mientos   fiscales,  militares,   mercantiles  y   criminales   del  fuero 
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común,  si  bien  con  algunas  diferencias,  ya  que  no  todos  los 
casos  son  de  la  misma  índole,  ni  en  la  desigualdad  en  la 
igualdad  que  establecen  los  fueros  privilegiados  puede  proce- 
derse  del  mismo  modo  en  la  pesquisa  de  los  hechos  y  en  el 
establecimiento  de  los  derechos. 

Sobre  todo  en  el  Código  de  Procedimientos  Penales  se 
notan  algunas  aclaraciones  de  importancia,  ya  porque  son  me- 
ramente aplicables  á  esa  clase  de  diligencias  procesivas,  ya  por 
que  siendo  ese  cuerpo  de  leyes  mucho  más  moderno,  natural 
era  que  con  el  transcurso  del  tiempo  se  procurase  corregir,  en  lo 
posible,  y  atendiendo  á  los  dictados  de  la  experiencia,  lo  que  el 
estado  actual  de  las  organizaciones  políticas  permite  reformar 
en  materia  de  prueba  testimonial.  En  el  Código  citado  encon- 
tramos notables  ampliaciones  en  cuanto  á  la  citación  de  los 
testigos,  en  la  manera  de  recibir  las  declaraciones  de  éstos, 
cuando  desempeñan  elevadas  funciones  públicas,  en  la  fórmula 
de  la  protesta  de  procederse  con  verdad  en  una  declaración,  en 
la  fe  que  se  debe  prestar  á  las  deposiciones  de  los  testigos  en 
cuanto  á  su  edad  etc.,  etc.,  etc.,  y  sobre  todo,  en  lo  que  se 
refiere  á  impedimentos  para  testificar,  por  motivos  de  sus 
relaciones  con  las  partes.  Así,  encontramos  que  entre  los  pa- 
rientes del  procesado,  unos  de  ellos  no  pueden  ser  llamados  en 
caso  alguno  y  otros  deben  concurrir  al  Tribunal,  pero  no  se  les 
podrá  obligar  á  prestar  declaración,  recibiéndose  ésta  única- 
mente cuando  se  dé  de  una  manera  expontánea,  debiendo  ad- 
vertirles el  juez,  en  todo  caso,  el  privilegio  que  la  ley  les  concede 
con  respecto  á  sus  testimonios. 

Otro  paso  importante  y  cuya  necesidad  se  palpa  diaria- 
mente en  lo  civil,  es  la  prohibición  que  el  mismo  Código  de 
Procedimientos  Penales  estatuye  con  respecto  á  que  ni  el  juez 
diriga  ni  permita  que  por  las  partes  se  hagan  á  los  testigos  pre- 
guntas capciosas  ó  sugestivas,  ó  que  de  cualquier  manera 
envuelvan  algún  artificio  que  pueda  hacer  que  el  deponente 
involuntariamente  se  contradiga  ó  de  cualquier  otro  modo 
aiga  en  error. 

i 
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En  los  juicios  seguidos  en  esta  República,  y  especialmente 
en  los  criminales,  la  mayor  parte  de  los  testigos  son  campesinos, 
gente  sencilla  y  sin  ilustración,  que  guardan  siempre,  ó  casi 
siempre  la  buena  fe  y  á  quienes  una  pregunta  pérfida,  ó  con- 
cebida en  lenguaje  estudiado,  puede  hacer  decir  lo  contrario  de 
lo  cierto  y  de  lo  que  quiso  expresar. 

.  En  algunas  controversias  sobre  propiedad  de  inmuebles 
hemos  visto  hacer  á  los  testificantes,  que  eran  indígenas,  pre- 
guntas concebidas  en  términos  de  agrimensura,  hablando  de 
rumbos,  declinaciones,  horizontes,  etc.,  etc.,  y  el  deponente, 
con  razón,  se  ha  negado  á  testificar,  amedrentado  ante  ese 
cúmulo  de  palabras  altisonantes  que  no  conoce,  ó  se  contradice 
y  cae  en  error,  viniendo  á  resultar  que  es  inútil  ó  perjudicial 
una  prueba,  que  de  hacerse  sus  preguntas  en  consonancia  con 
la  capacidad  del  testigo,  hubiera  producido  el  triunfo  de  un 
derecho. 

A  pesar  de  que  un  testigo  puede  ser  obligado  á  declarar 
hay  ciertas  salvedades,  que  necesariamente  tienen  que  existir. 
Así  no  se  puede  forzar  á  un  funcionario  público  que  deponga 
sobre  hechos  que,  por  razones  de  Estado  y  del  cargo  que 
desempeña,  debe  tener  ocultas.  Aquí  se  ha  de  guardar  el  principio 
reconocido,  tanto  en  el  Derecho  Público  como  en  el  Privado, 
de  que  "los  intereses  particulares  están  subordinados  á  los 
generales. 

V. 

La  ley  exige  que  en  casi  todos  los  instrumentos  públicos, 
(pues  en  unos  requiere  mayor  número)  figuren  dos  testigos 
idóneos,  que  deben  firmar  la  escritura  matriz  en  unión  del  es- 
cribano que  da  fe  del  acto. 

¿Porqué  este  requisito?     Un  funcionario  público  no  nece- 
sita de  esos  testigos  instrumentales  y  él,   sólo  él,   autoriza  los 
documentos  que  expide,  documentos  que  se  tienen  por  autén 
ticos  é  incontrovertibles. 
• 
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El  Notario,  ó  tiene  fé  pública  ó  no  la  tiene,  y  en  rigor  de 
principios  debe  autorizar  por  sí  solo,  formando  evidente  prueba, 
aquello  de  que  da  fe  en  el  ejercicio  de  su  sagrada  misión. 

Pero,  desgraciadamente,  hemos  visto  que  los  principios 
sanos,  científicos  y  filosóficos  no  se  pueden  aplicar  en  toda  su 
pureza,  pues  ellos,  en  lo  general,  suponen  al  hombre  perfecto  ó 
casi  perfecto,  y  partiendo  de  la  base  del  derecho  y  de  la  buena 
fe,  sientan  preceptos  elevadamente  hermosos,  pero  no  siempre 
aplicables. 

El  funcionario  público  puede  autorizar  un  documento  sin 
necesidad  de  testigos,  puesto  que  en  los  archivos  oficiales  siempre 
queda  alguna  constancia  del  acto  certificado,  ya  sea  aquella  un 
expediente,  alguna  actuación,  etc.  etc  En  lo  administrativo  no 
se  expide  documento  alguno  sin  base,  sin  diligencias  previas,  y 
no  sucede  lo  mismo  en  los  actos  en  que  interviene  un  Notario. 
En  efecto,  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  dos  personas  capa- 
ces, sin  minuta  ni  previo  arreglo,  convienen  en  un  contrato,  y 
de  él  no  queda  constancia  sino  en  el  Protocolo  del  Escribano, 
sin  dejar  pruebas  anteriores  á  su  celebración  formal. 

¿Será  prudente  dejar  en  este  caso  los  intereses  de  los  con- 
tratantes á  la  entera  merced  del  Notario?  Indudablemente 
que  no,  pues  si  bien  es  cierto  que  al  depositario  de  la  fe  pública 
se  le  reputa  siempre  honorable,  también  lo  es  que  el  hombre  es 
débil  y  que  la  virtud  más  arraigada  puede  sucumbir  ante  una 
fuerte  tentación.  Así,  pues,  sin  el  requisito  de  los  testigos 
instrumentales,  sería  imposible  establecer  la  falsedad  de  una 
escritura.  El  medio,  como  ya  he  indicado,  no  es  el  más  seguro 
ni  es  enteramente  eficaz,  pero  siempre  es  una  garantía  contra 
una  suplantación  en  los  documentos. 

Las  leyes  dan  fe  pública  al  Notario,  el  rigor  de  los  princi- 
pios así  lo  exige;  pero  siempre  vemos  á  la  necesidad  en  todo 
imperando,  y  no  podemos  menos  de  preguntarnos,  con  hondo 
sentimiento  de  tristeza,  si  la  humanidad,  en  vez  de  marchar  á 
su  perfeccionamiento  moral,  no  está  cada  día,  más  y  más, 
corroborando  la  doctrina  utilitaria  de  Jeremías  Bentham. 
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La  fe  pública  en  los  Notario?,  como  he  indicado,  no  puede 
ser  absoluta,  ni  aquél  guardarla  siempre  como  si  fuese  una 
arca  sagrada,  ni  todas  las  palabras  que  de  sus  labios  salen, 
tienen  fuerza  de  verdaderas.  No,  para  que  el  Notario  pueda 
dar  fe  de  un  acto,  es  preciso  que  haya  sido  llamado  á  presen- 
ciarlo, por  razón  de  oficio,  ya  por  las  partes  ó,  en  su  caso,  por 
disposición  legal.  De  lo  contrario,  y  así  lo  mandan  nuestras 
leyes,  su  dicho  valdrá  nada  más  que  como  el  de  un  testigo. 

En  ciertos  actos  hay  que  hacer  intervenir  mayor  número 
de  testigos,  ó  el  mismo  de  éstos,  pero  deben  poseer  ciertos 
requisitos,  como  el  de  vecindad,  ser  propietarios,  etc.,  etc. 

Entre  estos  actos  ocupa  lugar  preferente,  por  las  cualida- 
des que  se  exigen  á  los  testigos,  el  otorgamiento  de  testa- 
mentos. 

La  ley  indica  como  causas  de  inhabilidad,  en  primer  tér- 
mino, "los  menores  de  diez  y  seis  años. "  Esta  es  regla  general 
y  ya  hemos  visto  su  fundamento. 

Tampoco  pueden  ser  testigos  testamentarios  "los  herede- 
ros y  sus  cónyuges  y  parientes  dentro  del  cuarto  grado  de 
consanguinidad  y  segundo  de  afinidad,"  lo  mismo  que  "el 
albacea  y  el  legatario  en  los  testamentos  en  que  son  instituidos, 
y  el  cónyuge  ó  parientes  de  ellos  en  los  grados  expresados." 

Siendo  en  el  primer  caso,  las  personas  en  él  comprendidas, 
las  llamadas  á  suceder  abintestato,  la  ley  quiere,  naturalmente, 
evitar  en  la  facción  del  testamento,  cualquiera  irregularidad 
que,  presentándolo  nulo  más  tarde,  deja  sin  efecto  sus  disposi- 
ciones, y  entonces  serían  los  llamados  á  la  herencia,  los  parientes 
en  el  grado  arriba  expresado. 

Con  un  poco  menos  de  fuerza,  pero  siempre  con  lógica  y 
guardando  las  exigencias  de  la  necesidad,  está  concebida  la 
prohibición  de  los  albaceas  y  legatarios  y  de  sus  familiares  en 
el  grado  antedicho. 

Hácese  extensiva  la  causa  de  inhabilidad  á  "los  que  no 
están  en  su  .sano  juicio."  Es  tan  claro  el  fundamento  de  esta 
prohibición  que  no  hay  que  entrar  en  consideraciones  sobre  él.    ¿ 
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Ciertas  deudas  y  obligaciones  se  reconocen  por  última 
disposición,  y  aunque  no  consten  de  otra  manera,  son  exigibles, 
ya  que  están  basadas  en  la  más  franca  de  todas  las  pruebas, 
en  la  confesión  espontánea;  pero  para  que  ésta  aparezca  todo 
lo  libre  que  sea  posible,  se  prohibe  asimismo  que  sean  testigos 
"aquellos  acreedores  cuyos  créditos  se  reconocen  en  testamento 
y  que  no  tengan  para  justificarlos  otra  prueba  que  sea  bastante 
por  sí  y  distinta  de  la  declaración  testamentaria." 

Razonada  encuentro  esta  prohibición.  En  efecto,  testigos 
idóneos  pueden  hallarse  á  cada  paso-  y  para  evitar  coacciones, 
que  desgraciadamente  pueden  existir,  como  la  amenaza  de 
revelar  un  secreto  de  familia,  etc.,  etc.,  es  conveniente  que  se 
evite  la  ingerencia  en  la  facción  del  testamento  de  los  acreedores 
expresados,  para  evitar,  en  su  caso,  violencias  y  fuerza  morales 
en  la  persona  y  en  los  bienes  del  causante,  y  en  caso  de  que  así 
se  haga,  dejar  sin  fruto  ese  ilícito  proceder. 

Pero,  surge  una  dificultad:  si  interviene  uno  de  esos  testi- 
gos en  el  testamento  ¿será  nulo  éste  en  su  totalidad  ó  simple- 
mente en  lo  que  se  refiere  al  crédito?  Debemos  suponer  que 
sólo  en  esta  última  parte,  ya  que  no  hay  otra  causa  que  pueda 
hacer  que  aparezca  racional  la  prohibición. 

No  son  idóneos  como  testamentarios,  los  testigos  "ciegos 
y  los  que  no  entienden  el  idioma  del  testador. "  Son  éstas 
inhabilidades  que  se  derivan  de  un  impedimento  físico,  y  por 
lo  tanto  no  necesitan  explicación;  son  axiomáticas,  lo  mismo 
que  las  que  se  extienden  á  "los  totalmente  sordos  ó  mudos." 
Además,  están  en  concordancia  con  lo  que  está  estatuido  con 
respecto  á  los  testamentos  en  general,  es  decir:  que  el  causante 
debe  contestar  clara  y  perceptiblemente  á  lo  que  se  le  pregunte 
en  la  ratificación,  acerca  de  si  es  su  última  voluntad;  y  tanto  el 
Notario  como  los  testigos,  "viendo  y  oyendo"  al  testador,  den 
fe  de  su  conformidad. 

La  última  prohibición  que  trae  el  Código  Civil  es  la  de 
que  el  testigo  haya  sido  condenado  por  el  delito  de  falsedad. 
Esta  es  causa  general  de  no  idoneidad. 
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Por  una  ley  de  las  Partidas  se  prohibía  que  las  mujeres 
fueran  testigos  testamentarios,  derivándose  esta  prohibición  de 
la  fuente  de  todas  las  legislaciones:  del  Derecho  Romano. 

Entre  los  romanos  tenía  que  suceder  así,  puesto  que  los 
testamentos  eran  considerados  como  una  ley  y  siendo  estas 
emitidas  en  los  Comicios,  donde  no  se  permitía  el  ingreso  á  las 
mujeres,  claro  es  que  no  podían  éstas  ser  testigos  de  esa  clase. 

Pero  esa  razón  era  enteramente  inadmisible  en  la  antigua 
legislación  española  y  sin  embargo  se  la  dejó  vigente,  sin 
tomar  en  cuenta  que  suprimida  la  causa  debía  desaparecer  el 
efecto  y  que  no  estando  en  vigor  lo  principal  debía  derogarse 
lo  accesorio. 

Fundamentos  parecidos  ha  habido  para  que  desaparezcan 
otras  causas  de  inhabilidad,  como  las  que  establecían  las  Par- 
tidas, prohibiendo  que  fueran  testigos,  "el  mentecato;  el 
causante  de  aborto;  el  homicida;  el  casado  que  tiene  en  su  casa 
manceba  ó  barragana  conocida;  el  forzador  de  mujer  aunque 
no  se  la  lleve;  el  que  saque  religiosa  de  algún  convento;  el 
apóstata;  el  que  casare  sin  dispensa  con  parienta  en  grado 
prohibido;  el  traidor  ó  alevoso;  el  de  mala  vida,  como  ladrón, 
alcahuete  ó  tahúr;  el  excomulgado  vitando;  el  individuo  de 
ayuntamiento  ó  universidad;  el  moro,  judío  ó  hereje  contra 
cristiano;  en  causas  criminales  la  prostituta  ó  meretriz  y  hasta 
"el  hombre  muy  pobre"  á  menos  que  sea  de  buena  reputación 
y  arreglada  conducta;"  causas,  algunas  de  ellas  monstruosas; 
pero  que,  dados  el  modo  de  ser  y  las  instituciones  de  tan 
remotos  tiempos,  podían  tener  visos  de  racionalidad  en  esa 
misma  época. 


Para  concluir,  procuraré  hacer  un  ligero  resumen  de  lo  que 
dejo  expuesto,  diciendo  que  debemos  aceptar,  mientras  nuestro 
grado  de  adelanto  moral  y  social  no  permita  otra  cosa,  la 
terrible  y  peligrosa  prueba  testimonial,  con  todos  sus  defectos 
y   deficiencias,   ya  que  así  lo  exige  la  necesidad;  que  también 
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debemos  aceptar  el  que  dos  testigos  presenciales,  idóneos  y 
contestes  hagan  plena  prueba  y  no  sólo  uno,  en  razón  de  que 
afirmando  éste  y  el  reo  negando,  hay  equilibrio,  y  cada  uno 
tiene  derecho  á  ser  creído,  viniendo  el  segundo  testificante  á 
formar  prueba  plena,  con  carácter  de  tercero  en  discordia;  sin 
que  esto  quiera  decir  que  en  todas  las  ocasiones  y  circunstancias 
sea  la  prueba  completa,  ya  que  lo  que  no  es  cierto  puede  darse 
por  evidente,  por  testigos  exaltados  ó  fanáticos,  en  cuestiones 
religiosas  ó  políticas;  y,  sobre  todo,  debemos  reconocer  que 
siendo  la  prueba  testimonial  filosófica  y  bien  fundada,  es  suscep- 
tible de  perfeccionamiento,  va  que  sus  vicios  no  son  propios, 
sino  consecuencia  del  medio  donde  debe  ser  aplicada,  mucho 
más  en  estas  edades  tan  metalizadas;  y  en  esa  virtud  deben  los 
impartidores  de  justicia  y  todos  los  miembros  de  la  comunidad, 
puesto  que  á  todos  interesa,  trabajar  asiduamente  porque  ese 
medio  probatorio  se  depure  y,  libre  de  las  corruptelas  que  lo 
degradan  y  deshonran,  venga  á  surtir  en  la  vida  social  sus 
benéficos  efectos,  auxiliando  eficazmente  el  sublime  principio  de 
"dar  á  cada  uno  lo  suyo. " 


PROPOSICIONES 


Filosofía  del  Dp:recho. — Derecho  de  personalidad. 

Derecho  Constitucional.  -  El  municipio. 

Derecho  Civil. —Requisitos  esenciales  de  los  contratos. 

Derecho  Mercantil.— Formación  délas  sociedades  anónimas. 

Derecho  Internacional.— Deberes  de  los  Estados  neutrales. 

Derecho  Penal.  —  Circunstancias  eximentes  de  responsabi- 
lidad. 

Literatura  y  Oratoria  Forense. — Pedro  Calderón  de  la 
Barca. 

Filosofía  de  la  Historia.  —  Grandeza  de  la  civilización 
egipcia. 

Derecho  Administrativo. — Beneficencia  pública. 

Procedimientos  Judiciales. — Compra- venta  y  gravamen  de 
bienes  de  menores  é  incapacitados. 

Práctica  del  Notariado. — Impuestos  fiscales  y  municipales. 

Economía  Política. — Ventajas  de  las  máquinas. 
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